
19/4/22, 17:35 Correo: Juzgado 09 Civil Municipal - Atlántico - Barranquilla - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADIzZjQwYzBmLTUzZTUtNDcyMC04MjQ3LTg0Y2U0ODE1Nzc3NAAQACvAsLur6w1EnrcfJjf1wp0%3D 1/1

2021-00419 / Recurso de reposición contra mandamiento de pago

Luis Figueroa <luis.figueroa@avocatlex.com>
Mar 19/04/2022 2:00 PM

Para: Juzgado 09 Civil Municipal - Atlántico - Barranquilla <cmun09ba@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Señores
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA
E. S. D.

Adjunto lo anunciado y sus anexos.
 Compartido - Fallo 2da Instancia - QUILLA-21-06...

Luis Carlos Figueroa Saito
Abogado
p: 3013264745
w: www.avocatlex.com

  





























































































































Señores 
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA 
E.  S. D. 
 
REF.: PROCESO EJECUTIVO SINGULAR DE MENOR CUANTÍA  
DEMANDANTE. EDIFICIO GAMA PH 
DEMANDADO. ALIX MARINA JARMA MUGNO 
 
RAD.: 2021-00419 
 
ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA DEL AUTO EMITIDO EL 2 DE MARZO DEL 2022 POR 
EL CUAL SE LIBRA MANDAMIENTO DE PAGO 
 
LUIS CARLOS FIGUEROA SAITO, mayor de edad, con domicilio en Barranquilla, identificado como 
aparece al pie de su firma, actuando en calidad de apoderado del demandado señora ALIX JARMA 
MUGNO, mayor de edad, con domicilio en Barranquilla, identificado con la cédula de ciudadanía No.  
32.683.322 de Barranquilla, muy respetuosamente me dirijo a usted mediante el presente escrito para 
presentar RECURSO DE REPOSICIÓN contra el auto que libra mandamiento de pago de fecha 2 de 
marzo de 2022, notificado por estado electrónico No. 34 de fecha marzo 3 de 2022, todo lo cual hago 
basado en las siguientes: 
 
CONSIDERACIONES FÁCTICAS Y JURÍDICAS 
 

1. Oportunidad procesal 
El inciso tercero del artículo 8 del Decreto 806 de 2020, al respecto de la notificación personal, advierte 
que “se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje y los 
términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación”, es decir, que para el caso 
concreto el juzgado puso a disposición del suscrito el expediente en fecha jueves abril 7 de 2022 por lo 
que los dos días a los que hace referencia la norma citada son el viernes 8 de abril y lunes 18 de abril, por 
lo que los términos empezarían a correr a partir del día martes 19 de abril de 2021. 
 
Sin embargo, al tiempo de la revisión de constitucionalidad del decreto 806 de 2020 por parte de la H. 
Corte Constitucional, se dispuso por su parte que “en consecuencia, la Corte declara la exequibilidad 
condicionada del inciso 3 del artículo 8 (…) del Decreto Legislativo sub examine en el entendido de que el 
término de dos (02) días allí dispuesto empezará a contarse cuando el iniciador recepciones acuse de 
recibo o se pueda por otro medio constatar el acceso del destinatario al mensaje”. 
 
Para el caso concreto, su despacho podrá evidenciar el acceso al expediente, por parte del suscrito, con 
el correo electrónico que fue recibido de su parte en fecha abril 7 de 2022 enviando adjunto los documentos 
relacionados con el expediente. Adicionalmente, su despacho mediante estado de fecha abril 7 de 2022 
emitió auto de fecha 6 de abril de 2022 por el cual me reconoce personería para los efectos 
correspondientes. 
 

2. Interrupción del término para contestar la demanda. 
De conformidad con el art. 118 del C. G. del P. inciso cuatro que dispone “cuando se interpongan recursos 
contra la providencia que concede el término, o del auto a partir de cuya notificación debe correr un término 
por ministerio de la ley, este se interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación del auto que resuelva el recurso”; le solicito al señor Juez tener en cuenta que con la 
presentación del presente recurso de reposición contra el auto que libra mandamiento de pago se 



interrumpe el término de contestación de la demanda el cual empezará a correr nuevamente luego que su 
despacho resuelva el correspondiente recurso. 
 

3. Requisitos formales de los títulos ejecutivos.  
Los títulos ejecutivos, han sido definidos por la doctrina como aquellos documentos auténticos que 
constituyen plena prueba, en los cuales consta la existencia a favor del demandante y a cargo del 
demandado, de una obligación clara, expresa y exigible, y que, además, reúnan todos los requisitos 
formales que exige la ley. (Compendio de Derecho Procesal Civil, Tomo III, Bogotá, 1972). 

 
Así las cosas, es indispensable que, para que el demandante ejecutivamente pueda reclamar el 
cumplimiento de una obligación clara, expresa y exigible, necesariamente se estudie el documento bajo el 
cual se sustenta dicha pretensión, esto es, el título ejecutivo. En otras palabras, para que pueda alegarse 
la existencia del título ejecutivo y exigir su cumplimiento frente al demandante, es necesario que cumpla 
todos los requisitos que establece la ley. 

 
Bajo este contexto, el Código General del Proceso en el artículo 422 establece las condiciones de forma y 
fondo bajo las cuales debe estar sujeto el documento para que pueda predicarse su validez y existencia 
de título ejecutivo al señalar que tales documentos deben provenir del deudor (…) y constituyan plena 
prueba contra él (…)” (parte pertinente). 

 
Por su parte, en cuanto a las condiciones de fondo, el artículo bajo análisis establece que se hace necesario 
que en los documentos base para la ejecución se encuentren obligaciones claras, expresas y exigibles a 
favor del demandante y a cargo del demandado. Para las obligaciones que deben ser pagadas en dinero, 
se requiere que, además de lo anterior, sean liquidas o liquidables por simple operación aritmética. Frente 
a estas calificaciones, el Consejo de Estado Sección Tercera, Auto 68001233320170084401 (62946), Oct. 
28/19 ha hecho importantes precisiones en cuanto a lo que se entiende por obligaciones claras, expresas 
y exigibles. Señalan que una obligación será (i) clara “cuando aparece fácilmente determinada en el título; 
debe ser fácilmente inteligible y entenderse en un solo sentido”; (ii) expresa por lo que “deben constar, en 
forma nítida, en primer término, el crédito del ejecutante y, en segundo término, la deuda del ejecutado; 
tienen que estar expresamente declaradas estas dos situaciones sin que, para ello, sea necesario acudir 
a lucubraciones o suposiciones”; y por último, (iii) exigible “por no estar pendiente de un plazo o una 
condición”.  

 
En síntesis, para que el título ejecutivo pueda ser exigible debe cumplir con los requisitos de forma y fondo 
expuestos en el C. G. P. en su artículo 422. 
 

3.1. Sobre el título ejecutivo para cobrar las expensas comunes. 
El artículo 48 de la ley 675 de 2001 dispone, al respecto de los procesos ejecutivo para hacer efectivas las 
expensas comunes o cuotas de administración, que solo podrá exigirse, entre otros, “el título ejecutivo 
contentivo de la obligación que será solamente el certificado expedido por el administrador sin ningún 
requisito o procedimiento adicional”, y previamente el mismo artículo advierte que estos procesos 
ejecutivos se entablan para el cobro de “obligaciones pecuniarias derivadas de las expensas ordinarias y 
extraordinarias” (parte pertinente). 
 
Teniendo en cuenta la disposición anterior observamos que, en efecto, la sola certificación de la 
administradora, en este caso, constituye título ejecutivo, sin embargo, el mandamiento de pago en este 
proceso se extiende inclusive a cuotas que no se han causado aún por lo que no cumplen con el requisito 
de exigibilidad ya que a la fecha el plazo para el pago de posteriores cuotas de administración no se ha 
causado. Aún cuando se dispone en el art. 431 del C. G. del P. en su inciso segundo que “cuando se trate 



de alimentos u otra prestación periódica, la orden de pago comprenderá además de las sumas vencidas, 
las que en lo sucesivo se causen” en el caso particular no podemos considerar que estemos hablando de 
prestaciones periódicas teniendo en cuenta que las cuotas de administración de una propiedad horizontal 
están sometidas a un plazo el cual a la fecha no se ha cumplido y no existe en el reglamento de propiedad 
horizontal, ni en la ley, ningún tipo de disposición que permita acelerar el pago de aquellas expensas en 
las que no se haya vencido el plazo yendo esto completamente en contra de la condición de exigibilidad 
de la obligación para que preste mérito ejecutivo. 
 

3.2. Carencia de exigibilidad del certificado presentado como título ejecutivo para el cobro. 
 

3.2.1. La obligación es natural y no confiere derecho para el cobro. 
Los artículos 2535 y siguientes del código civil hacen referencia a la prescripción como modo de extinción 
de las obligaciones, este asunto está directamente relacionada con la definición propia de una obligación 
civil y sus diferencias con una obligación natural a las que se refiere el artículo 1527 del código civil el cual 
advierte que son obligaciones naturales y NO CONFIEREN DERECHO PARA EXIGIR SU 
CUMPLIMIENTO aquellas obligaciones extinguidas por prescripción (numeral segundo del artículo 1527 
del código civil colombiano). 
 
Volviendo al art. 2535 es claro que en el certificado que se aporta como título ejecutivo a este proceso se 
están cobrando conceptos que no confieren derecho para exigir su cumplimiento dado que este se ha 
extinguido por haber operado la prescripción y haber transcurrido el tiempo sin ejercer el derecho que 
eventualmente le otorgaba la ley a la propiedad horizontal para hacer efectivas las expensas comunes. 
Teniendo en cuenta el tiempo de presentación de la demanda según el acta de reparto que fue en julio 9 
del año 2021, al menos, hacen tránsito a la inexigibilidad planteadas todas las expensas comunes 
integradas al certificado de la administración anteriores al mes de julio del año 2016, es decir, que las 
expensas comunes que el demandante está cobrando del año 2001 y hasta el mes de julio del año 2016 
no son susceptibles de ser exigibles a través de este proceso por, insisto, haber operado el fenómeno de 
la prescripción. 
 

3.2.2. La copropiedad en asamblea de copropietarios renunció al cobro de las expensas 
comunes relacionadas con la oficina 309, 310 y 311 de propiedad del demandado.  

No es menos importante lo que se expondrá a continuación y que evidencia que a la inexigibilidad de las 
expensas comunes por aspectos presentados anteriormente se le suma la renuncia expresa de la 
copropiedad en general al cobro de las expensas comunes que hoy pretende cobrar teniendo en cuenta lo 
que dispone en acta de asamblea de copropietarios de fecha abril de 2019 y agosto de 2019, y de consejo 
de administración del septiembre de 2019, a saber: 
 

3.2.2.1. En el desarrollo del punto cuatro del acta de fecha abril 22 de 2019 (página 6 del documento 
anexado como prueba) se deja constar: 

“Los ingresos presupuestados se clasifican en tres grandes grupos (…) y (…) está comprometido por unas 
oficinas abandonadas 309-310-311 (…). Luego consta lo siguiente “En relación con las oficinas 
abandonadas la propietaria actual de la oficina 308 ofrece sus servicios como experta en negociaciones 
de inmuebles abandonados y con procesos legales vigentes para definir estrategias más efectivas a seguir” 
(página 7). Es importante detenernos aquí para advertir que, en efecto, la administración se alió con 
otros propietarios y el consejo de administración para ingresar arbitrariamente a la oficinas e 
ilícitamente apropiarse de las mismas prueba de ello son las actas de las diligencias policivas, fallo de 
primera y segunda instancia del trámite policivo y otros documentos que prueban que la administración 
había renunciado al cobro de las expensas comunes e ilícitamente pretendió apropiarse de las oficinas y 
como no lo logró ahora ilícitamente pretende iniciar este trámite judicial cobrando expensas comunes que 



no se le deben. Es decir, que este proceso judicial no es más que una forma de venganza o represalia 
contra mi representada por no haber logrado, la administración y sus aliados, apropiarse ilícitamente de 
los inmuebles. 
 
Más adelante en la misma acta, la administradora actual manifiesta “la importancia de adquirir un 
programa, un computador y asignar un sitio de trabajo para desarrollar sus labores de una manera más 
cómoda” (…). Como resultado de esto la administradora al ingresar irregularmente a las oficinas de las 
que hoy persigue cuotas de administración, abusando de su posición extrajo de las oficinas dos sillas 
interlocutoras, un escritorio tipo Luis XV y una silla de ruedas, giratoria y reclinable de propiedad 
de mi representada y las colocó como su mobiliario de oficina en la oficina de la administración. 
Los abusos de la administración (administradora y consejo de administración) han sido interminables y 
esta demanda, así como la certificación de cuotas de administración que se aportan carecen de 
claridad y exigibilidad por lo que el juez debe reponer negando el mandamiento de pago.  
 
En esta misma acta, página 11, consta la renuncia de la administración al inicio de acciones judiciales 
relacionadas con las cuotas de administración que hoy pretende cobrar cuando se afirma que “la situación 
de las oficinas 309-310-311 abandonadas se analizará detenidamente por la representante legal de la 
oficina 308 que es experta en el manejo de estos temas”, siendo que previamente se había hecho 
referencia a las deudas de las otras unidades privadas, respecto de las oficinas de mi representada ya se 
advertían las oscuras intenciones de la administración y sus aliados. 
 

3.2.2.2. Apartes de la reunión de consejo de administración en fecha lunes 2 de septiembre de 2019: 
Luego de todas las constancias de los puntos anteriores, tenemos que mediante acta del consejo de 
administración (página 17 del documento o página 5 del acta de consejo de administración) se advierte lo 
siguiente: “En relación con las oficinas y locales que en estos momento se encuentran abandonados (…) 
se decidió lo siguiente: (…) Las oficinas 309-310-311 se van a limpiar y arreglar para arrendarlas y 
generar ingresos adicionales para el edificio”. 
 
Es decir, la administración del edificio renunció a iniciar cualquier acción judicial referente a las cuotas de 
administración a tal punto que tomó la decisión ilegal de ingresar a las oficinas de propiedad de otro y 
arrendarlas. 
 
Como consecuencia de la anterior ilegal decisión del consejo de administración y la administradora, la 
administración obtuvo recursos económicos tal y como se deja constar en acta de diligencia ante la 
Inspección Urbana Catorce de Policía de Barranquilla en la que fungió como quejoso el Sr. Juan Carlos 
Pérez Llerena, quien también es miembro del Consejo de Administración, y quien manifestó: “Desde ese 
momento he pagado las administraciones en la cuenta de la administración (…) desde el 2016”. 
 
En la misma acta (página 5) interviene la administradora quien sostiene que “me fui (sic) obligada ha 
realizar intervención a esas oficinas para evitarles perjuicios a los demás residentes del edificio. (…) se 
decidió que los propietarios que aparecen en el certificado de tradición no habían manifestado ningún 
interés en ella (…) es así como se toma la decisión de cederle el ingreso al Sr. Juan Carlos”. 
 
Posteriormente la administradora categóricamente señala (página 6) lo siguiente: “también tengo que 
reconocer en contraprestación de esas oficinas la administración ha recibido unas consignaciones”. Esto 
evidencia que la administración renunció al cobro de las expensas comunes relacionadas con la oficina 
309, 310 y 311 de propiedad mi representada y que no conforme con eso ha obtenido beneficios 
económicos imputables a las cuotas de administración por lo que la deuda que pretende cobrar es 
inexistente. 



 
Existen muchas pruebas de alianza ilegal entre la administradora y los miembros del consejo, en especial 
con el Sr. Juan Carlos Perez, pero una de las más importante de aportará a este recurso y consiste en una 
certificación emitida por la administración en la que certifica que el Sr. Juan Carlos es poseedor, 
certificación de la cual se retracta posteriormente como consecuencia de un comunicado enviado por el 
suscrito. 
 

3.2.2.3. Aparte del desarrollo del punto siete del acta de fecha agosto 29 de 2019: 
Los asistentes aprobaron iniciar procesos de pertenencia a favor del edificio, sobre los siguientes 
inmuebles abandonados: (…) oficinas 309, 310, 311 (página 2 párrafo 3 de esta acta). 
 
Página 4 del acta: “de los valores detallados en este cuadro hay algunos que se consideran de difícil 
recaudo y que están mostrando unos valores de cuentas por cobrar que no son reales como es el 
caso de los saldos de cartera de las (…) oficinas 309, 310 y 311. (…) Se aprueba llevar estos saldos a 
una cuenta de provisión para deudas malas y que la cartera muestre un valor más ajustado a la 
realidad”. 
 
Esta última afirmación recopila todo lo antes descrito y evidencia la renuncia clara y expresa de la 
administración respecto del cobro de las cuotas de administración, así como la ausencia de cumplimiento 
en los requisitos del título ejecutivo. 
 

3.3. Incumplimiento total de los requisitos del título ejecutivo. 
 
Así, señor Juez, podrá usted evidenciar que la obligación que alega la demandante no existe y al no 
existir no hay exigibilidad todo por haber renunciado al cobro al proceder ilícitamente al invadir el 
inmueble para obtener un provecho ilícito que en todos los efectos libera al ejecutado en este proceso y a 
mi representado de pagar una deuda inexistente. Todos los argumento expresados hasta aquí y las 
pruebas aportadas no evidencian claridad en la obligación que la demandada pretende recaudar, por lo 
que el certificado de cuotas que aporta carece de los requisitos con que debe cumplir todo título ejecutivo 
como lo señala la ley y la jurisprudencia que en el sentido que una obligación será (i) clara “cuando aparece 
fácilmente determinada en el título; debe ser fácilmente inteligible y entenderse en un solo sentido”; (ii) 
expresa por lo que “deben constar, en forma nítida, en primer término, el crédito del ejecutante y, en 
segundo término, la deuda del ejecutado; tienen que estar expresamente declaradas estas dos situaciones 
sin que, para ello, sea necesario acudir a lucubraciones o suposiciones”; requisitos que no se cumplen en 
este caso. 
 

4. Compulsa de copias a la Fiscalía General de la Nación. 
 
No es de su competencia, señor Juez, pero todas estas conductas serán puestas a consideración de la 
Fiscalía General de la Nación, porque como se le ha manifestado a la administradora, al consejo de 
administración y la propiedad horizontal en general estamos frente a extralimitaciones de parte de todos 
los órganos de administración que han fraguado condiciones para disminuir a los propietarios de sus 
derechos y como NO les ha quedado otra alternativa, a pesar de no existir deuda por concepto de expensas 
comunes, han iniciado este proceso como una medida desesperada e infundada y utilizando a la justicia y 
a usted como una herramienta de venganza al no lograr su ilícito objetivo. 
 
No obstante, es su deber informar a la autoridad competente los casos en que se pongan bajo su 
consideración conductas que puedan encuadrar en delitos punibles como lo es este caso; por lo que le 
solicito se sirva compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación para lo de su competencia. 



 
Por lo anterior, solicito al señor juez se sirva acceder a la siguiente 
 

PETICIÓN 
1. REPONER en el sentido de REVOCAR el auto que libra mandamiento de pago de fecha 2 de 

marzo de 2022, notificado por estado electrónico No. 34 de fecha marzo 3 de 2022, negándolo. 
2. Respecto de los años que no pueden ser exigibles por haber operado la prescripción extintiva, 

sírvase dictar sentencia anticipada que impida a los demandantes seguir cobrando estas sumas 
de dinero. 

3. Como consecuencia de lo anterior, en el evento que se hayan decretado medidas cautelares, 
levantarlas y condenar en perjuicios a la demandante. 

 
PETICIÓN ESPECIAL 

Comedidamente solicito al señor Juez revisar detalladamente todo lo aquí expuesto para que no se deje 
convertir la justicia en cómplice. 
 

PRUEBAS 
1. Actas de asamblea de copropietarios y reunión de consejo de administración a la que se hace 

referencia en las consideraciones. 
2. Actas del proceso policivo que se adelantó ante la Inspección Catorce de Policía de Barranquilla. 
3. Fallo de primera y segunda instancia del proceso policivo. 

 
ANEXOS 

Solicito señor Juez se sirva tener como anexos los siguientes: 
1. Poder a mi favor ya fue presentado cuando me notifiqué. 
2. Lo relacionado en el acápite de pruebas. 

 
NOTIFICACIONES 

- El suscrito recibirá notificaciones en la dirección física carrera 53 No. 75-138 de Barranquilla y 
en la dirección electrónica luis.figueroa@avocatlex.com .  

 
Del señor juez, atentamente, 
 
LUIS CARLOS FIGUEROA SAITO 
C.C. No. 1.140.828.626 
T.P. No. 240.456 del C. S. de la J.  


